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			Prólogo


			Las personas humanas y sus derechos laborales y sociales atraviesan hoy circunstancias muy adversas, peligrosas y desafiantes, las cuales les impiden que tengan posibilidades reales de acceso a condiciones de vida digna, justas e igualitarias. Los impactos negativos de los efectos de los fenómenos de la pandemia y la post-pandemia del coronavirus (COVID-19) sobre este tipo de derechos —que se encuentran reconocidos hace muchos años en diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos— han sido múltiples, desproporcionados y, en algunos casos, devastadores para los grupos humanos más vulnerables de las comunidades del mundo y de la región, como Perú.


			Ello porque los Estados, por diversos motivos, no han respondido adecuadamente a la crisis sanitaria, económica y social desencadenada, al no haber adoptado las políticas públicas y medidas positivas necesarias que proporcionen a las personas y grupos vulnerables sujetos a su jurisdicción las prestaciones y medios económicos suficientes para satisfacer sus necesidades básicas y asegurar su subsistencia y sustento, ni haber fiscalizado a las empresas privadas en lo que les tocaba hacer en el contexto excepcional que estamos viviendo.


			El ensayo principal que publicamos en este libro, sobre la convencionalización directa del derecho al trabajo y a la estabilidad en el empleo, explica que los Estados parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos han adquirido auténticas obligaciones positivas inmediatas en relación al trabajo y los derechos laborales como derechos subjetivos plenamente exigibles. De acuerdo a los estándares jurisprudenciales desarrollados a partir del año 2017 por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Sentencia del caso Lagos del Campo vs. Perú, ya no solo tienen obligaciones de mero desarrollo progresivo. 


			Ello ha sido construido por la Corte Interamericana en base a un conjunto de métodos o técnicas y principios utilizados por los tribunales internacionales de derechos humanos, como los son la interdependencia e indivisibilidad de los derechos, la protección efectiva o el efecto útil (teoría de las obligaciones positivas), la mutación convencional y la doctrina del ius comune, que no hacen otra cosa que favorecer el respeto de la dignidad y el libre desarrollo de las personas en los diversos ámbitos en los que estas llevan a cabo su vida social. 


			Antes de la nueva etapa originada por la decisión del caso Lagos del Campo, las libertades y derechos civiles y políticos tuvieron la función de cubrir, elástica y expansivamente, los derechos sociales y económicos para otorgar protección indirecta en casos en los que los Estados privaban a sus habitantes de los medios para llevar condiciones básicas para una vida digna e igualitaria, sin discriminación, pero esta suerte de convencionalización indirecta no era suficiente, porque aparecían como partes meramente accesorias, sin una entidad propia que les permita cubrir en forma adecuada la variedad de problemas que ocasionaba su falta de reconocimiento y garantía explícita. 


			Las nuevas obligaciones estatales —llamadas positivas— se caracterizan por formar parte de una doctrina especial por la que los poderes públicos de los Estados no solamente tienen el rol pasivo o negativo de abstenerse de actuar contra los derechos, sino que ahora tienen que efectuar acciones y medidas inmediatas que provean los medios necesarios para garantizar la vigencia efectiva de los mismos.


			Así, los Estados tienen las obligaciones positivas de proteger a los trabajadores a través de sus órganos administrativos y judiciales contra los despidos ilegítimos que efectúen las empresas privadas (Lagos del Campo vs. Perú), así como cuando sean privados de otros derechos laborales como sus remuneraciones (FEMAPOR vs. Perú); y, cuando tengan la condición de empleadores del sector público, los Estados están obligados a respetar y no violar estos derechos mediante destituciones o ceses ilegítimos, así como a proteger a los servidores y funcionarios públicos agraviados por actos abusivos (Trabajadores Cesados de Petroperú y otros vs. Perú, y San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela).


			Además, los Estados tienen la obligación de garantizar a las personas el derecho al trabajo libremente elegido o aceptado y, en particular, el derecho a no ser privado del trabajo y de sus derechos laborales y de otra índole de forma injusta por motivos indebidos como por el ejercicio de derechos políticos de la oposición (San Miguel Sosa y otras vs. Venezuela), la libertad de expresión y las opiniones políticas (Palacio Urrutia y otros vs. Ecuador), por sufrir discapacidad (Guevara Díaz vs. Costa Rica), la orientación sexual (Pavez Pavez vs. Chile), la libertad sindical y el ejercicio de la huelga (Extrabajadores del Organismo Judicial vs. Guatemala) y, en general, por cualquier razón discriminatoria. 


			Relacionado con los derechos a condiciones justas y satisfactorias de trabajo y a la seguridad social, los Estados están obligados a adoptar medidas preventivas que reduzcan los riesgos laborales y salvaguarden la salud e integridad de los trabajadores, y a proporcionar y garantizar prestaciones a las personas imposibilitadas de trabajar por motivos de salud y accidentes ocurridos durante el empleo u otro trabajo productivo (Empleados de la Fábrica de Fuegos en San Antonio de Jesús y sus familiares vs. Brasil, y Buzos Miskitos vs. Honduras), y garantizar recursos judiciales efectivos a quienes soliciten una indemnización para reparar las consecuencias de una enfermedad o accidente profesional (Spoltore vs. Argentina). 


			Esto no significa que la protección a través los derechos sociales y económicos excluya las posibilidades de tutela mediante los derechos civiles y políticos, pues, como veremos, el análisis y examen conjunto de ambos tipos de derechos —unidos indivisible e interdependientemente— más las garantías procesales, servirán para determinar las violaciones múltiples ejecutadas por los Estados y efectuar una protección más amplia e integradora de los derechos involucrados, con cobertura convencional totalizante.


			El segundo trabajo —que completa el primero y el mismo libro— se centra en la prueba de fuego que ha sufrido la convencionalización directa de los derechos sociales en el contexto especial de la pandemia y la post-pandemia. Al inicio de la pandemia, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la Declaración N° 1/2020 (COVID-19 y Derechos Humanos), afirmó que, por su naturaleza, los Estados deben velar por preservar las fuentes de trabajo, por que se respeten los derechos laborales de los trabajadores, por adoptar e impulsar medidas para mitigar los impactos sobre sus fuentes de trabajo e ingresos, y asegurarles el ingreso necesario para su subsistencia en condiciones de dignidad humana.


			En el mismo sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en la Resolución N° 1/2020 (Pandemia y Derechos Humanos en las Américas), recomendó a los Estados proteger los derechos humanos y particularmente los derechos sociales y económicos de los trabajadores en mayor situación de riesgo por la pandemia y sus consecuencias, y adoptar medidas que velen por asegurarles ingresos económicos y medios de subsistencia para que puedan cumplir en igualdad de condiciones las medidas de contención, así como tener acceso a la alimentación y otros derechos esenciales. Esto es algo que, antes y después, han advertido —con la misma o mayor intensidad— para todo el mundo, entre otros organismos internacionales, la Organización Internacional del Trabajo —OIT— y el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —Comité DESC— de las Naciones Unidas. 


			En las nuevas épocas que se abren, la convencionalización de los derechos laborales y sociales aporta un grado de exigibilidad inmediata a este tipo de derechos, para que los Estados protejan a los trabajadores y a toda persona humana frente a los fenómenos peligrosos que la humanidad está enfrentando. En este contexto, el libro no hace otra cosa que explicar y recordar cómo esta nueva doctrina exige a los Estados asumir un especial rol protagónico y activo en la promoción y protección efectiva de este tipo de derechos, para asegurar mejores condiciones de vida a toda persona, especialmente a los trabajadores y a los grupos más vulnerables de nuestras sociedades.
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			La convencionalización del derecho al trabajo y a la estabilidad en el empleo


		




		

			INTRODUCCIÓN


			La convencionalización de los derechos sociales y económicos —en especial del derecho al trabajo y a la estabilidad en el empleo como derechos autónomos de toda persona que aparejan obligaciones positivas de los Estados parte de la Convención Americana— ha sido construida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos recurriendo a un conjunto de principios y métodos o técnicas utilizados por los tribunales internacionales dedicados a la protección de los derechos, como lo son los principios de la interdependencia e indivisibilidad y de la protección efectiva o el efecto útil, el método evolutivo o por mutación convencional, la técnica del common background y la doctrina del ius comune, para asegurar la justiciabilidad o protección directa de dichos derechos.


			Ello ha hecho posible transformar lo que se comprendió tradicionalmente como meras obligaciones de los Estados en cuanto a su desarrollo progresivo en auténticas obligaciones positivas inmediatas y verdaderos derechos subjetivos exigibles por cualquier persona sujeta a sus jurisdicciones, para su respeto y garantía frente a infracciones de los mismos por agentes estatales y particulares en cuanto a los estándares jurisprudenciales fijados por la Corte, que producen la convencionalización de los derechos sociales o, si se quiere, la transformación social de la Convención Americana. 


			La protección directa de los derechos sociales autónomos no ha significado el desplazamiento ni la exclusión definitiva de la tutela de los derechos civiles y políticos que puedan ser también violados en perjuicio de las víctimas, sino que, al introducirse, ha servido para agregarla y llevar a cabo un examen conjunto o global de ambos tipos de derechos en los casos juzgados, para determinar así las violaciones múltiples producidas por los Estados, y efectuar una protección más amplia y conjunta de los derechos en cuestión, con cobertura convencional totalizadora e integral.


			1.	LA PROTECCIÓN INDIRECTA DE LOS DERECHOS SOCIALES


			Una característica común del Convenio Europeo y de la Convención Americana sobre Derechos Humanos es proclamar básicamente libertades y derechos civiles y políticos con muy pocas excepciones. Sin embargo, ello no ha sido obstáculo para que sus órganos jurisdiccionales —el Tribunal Europeo y la Corte Interamericana— protejan indirectamente derechos sociales y económicos a través de una lectura amplia de los derechos civiles y políticos que incorpora ciertos elementos y facultades sociales como partes accesorias de los mismos. 


			1.1. Desde el sistema europeo de derechos humanos


			La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha expandido la garantía del Convenio Europeo de Derechos Humanos a los derechos sociales a través de la protección indirecta, por conexión o efecto rebote o “carambola”, vía los derechos civiles y políticos llamados de primera generación; no a través de la proclamación de nuevos derechos como los sociales de segunda generación, sino mediante el desarrollo de nuevos contenidos o elementos sociales presentes en los derechos clásicos o tradicionales (López Guerra 2011, 12-23; García Vitoria 2018, 122-123; García Roca 2019, 165-166)


			El Convenio Europeo se centra exclusivamente en derechos civiles y políticos, por lo que no constan allí derechos sociales en sentido estricto, salvo dos derechos laborales sí presentes: la prohibición del trabajo forzoso y la libertad sindical (Valdés Dal-Ré 2016, 88). 


			Así, a título de ejemplo, la propiedad es una libertad individual que, además de cumplir una función social, tiene características propias de los derechos sociales y económicos (Russo y Aguilera Vaqués 2017, 490; Aguilera Vaqués 2014, 672). Por ello, la jurisprudencia relativa al derecho de propiedad comprende las prestaciones sociales, subsidios por desempleo y pensiones de jubilación o de otro tipo, como incluidas en el ámbito de protección del artículo 1° del Protocolo Adicional al Convenio Europeo, conocido como Protocolo N° 1 (López Guerra 2011, 20-22; Lasagabaster 2009, 774-775). 


			De manera similar pasa con otros derechos civiles como el proceso equitativo, el respeto a la vida privada, la libertad religiosa y la igualdad y prohibición de discriminación, reconocidos por los artículos 6°, 8°, 9° y 14° del Convenio, respectivamente. 


			Los derechos civiles actúan como derechos proteicos que permiten una interpretación elástica y expansiva que cubre y amplía sus contenidos a elementos sociales, produciendo una lectura social de los derechos civiles para configurar a su interior facultades o atributos sociales sub specie iura civilis, pero que no dejan de comprender su carácter prestacional que exige a los Estados cumplir obligaciones positivas y adoptar acciones y medidas para desarrollar los elementos sociales de los derechos civiles (Santolaya Machetti y Díaz Ricci 2012, 283).  


			El Tribunal Europeo no proclama nuevos derechos sociales autónomos, sino que amplía los contenidos, elementos o facultades sociales de los derechos civiles previstos por el Convenio en base a una interpretación evolutiva que persigue la efectividad de los mismos (García Vitoria 2018, 123). El reconocimiento de la dimensión prestacional de los derechos liberales genera obligaciones positivas por parte de los Estados, que pasan a formar parte integrante del contenido de dichos derechos (Pérez Alberdi 2014, 320 y 324). 


			Aquí, el Tribunal, de modo muy cauto y sin mucho entusiasmo, ha aplicado la doctrina de las obligaciones positivas de los Estados en relación a los derechos civiles para proteger los derechos sociales, porque respeta el amplio margen de apreciación nacional que tienen los Estados para adoptar políticas sociales que requieren decisiones sobre la distribución de recursos económicos que tienen, por lo que muestra una posición de deferencia (Carmona Cuenca 2017, 1228-1229). 


			Una aplicación amplia del margen de apreciación por motivos económicos o culturales pone en peligro grave la supervivencia y continuidad del Tribunal como instrumento constitucional del proceso de construcción, consolidación y preservación del orden público europeo, que logre la integración europea por la vía de garantizar de manera real y efectiva el patrimonio común de las sociedades democráticas los derechos fundamentales (Valdés Dal-Ré 2016, 25-26).


			No obstante ello, el margen de apreciación del Estado tiene un límite que no puede cruzar: que mantenga las condiciones mínimas de supervivencia, de modo que un monto totalmente insuficiente, por ejemplo, al reducir una pensión u otra prestación social en un contexto de crisis económica, viola la prohibición de someter a una persona a tratos inhumanos o degradantes, cuya protección está prevista por el artículo 3° del Convenio (López Guerra 2015, 405), como se advierte en el caso Larioshina c. Rusia, apart. 3. 


			Esto significa una línea jurisprudencial expansiva —pero accesoria y de mínimos— de ciertos derechos sociales de prestación en tiempos de crisis (Lasa López 2018, 624-625). 


			No se debe olvidar que, en este continente, el Comité Europeo de Derechos Sociales es el órgano encargado de garantizar el cumplimiento de la Carta Social Europea y los protocolos que la desarrollan y complementan, los cuales reconocen en total treinta y un derechos sociales explícitos, lo que significa que el Comité Europeo de Derechos Sociales es un órgano equivalente al Tribunal Europeo de Derechos Humanos con respecto a lo que este hace en relación a los derechos civiles y políticos previstos por el Convenio Europeo de Derechos Humanos (Canosa Usera 2018, 155-161; Jimena Quesada 2014, 60-61), aunque con las particularidades propias de la naturaleza de estos derechos. 


			En 1979, el Tribunal Europeo, en el caso Airey c. Irlanda, apart. 26, parte por recordar que el Convenio Europeo debe interpretarse a la luz de las condiciones actuales y está diseñado para salvaguardar los derechos de manera real y práctica, y afirma que, si bien el Convenio recoge derechos y libertades que son esencialmente civiles y políticos, muchos de ellos tienen implicancias de naturaleza social y económica, por lo que el simple hecho que una interpretación se extienda a la esfera de los derechos sociales y económicos no debe ser un factor decisivo contra dicha interpretación, no existiendo una separación tajante o compartimentos estancos entre ambas esferas de derechos (López Guerra 2015, 400-401).


			1.2. Desde el sistema interamericano de derechos humanos 


			En clave de diálogo de los tribunales internacionales basado en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y la dignidad humana que la inspira (García Roca 2016, 536; García Roca, Nogueira Alcalá y Bustos Gisbert 2012, 66-71; Burgorgue-Larsen y Montoya Céspedes 2015, 329-330), la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos había avanzado igualmente en la protección de los derechos sociales, económicos y culturales por la vía indirecta o por conexión con los derechos civiles y políticos, porque interpretaba que el artículo 19°, numeral 6, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales —conocido como Protocolo de San Salvador— restringía la competencia de la Corte en relación a los derechos civiles, limitándola a la justiciabilidad directa de los derechos sociales relativos a la libertad sindical y a la educación previstos por los artículos 8°, literal a, y 13° del mismo protocolo, respectivamente (Sierra Porto 2016, 49-50; Upegui Mejía 2017, 264-266), a los que hay que agregar la prohibición de la esclavitud o servidumbre, y del trabajo forzoso u obligatorio, declaradas en el artículo 6° de la misma Convención.


			Además, en el caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría General”) vs. Perú (párr. 105), interpretaba que el artículo 26° de la Convención Americana tenía una naturaleza diferente a la de los demás artículos de la misma, en el sentido exclusivo que exigía a los Estados el compromiso de adoptar providencias económicas y técnicas, en la medida de los recursos disponibles —sea por vía legislativa u otros medios apropiados— para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales. Para la Corte (párr. 103), la regresividad resultaba justiciable cuando se trata de este tipo de derechos (Burgorgue-Larsen 2014, 477-478), pero no debiendo ser confundido como prohibición de medidas restrictivas del ejercicio de un derecho.


			En este mismo caso (párr. 101), la Corte Interamericana citaba el caso Airey en relación a la interdependencia e indivisibilidad existente entre los derechos. 


			Así interpretadas las cosas, para la Corte Interamericana solo era posible la protección indirecta o por efecto rebote (Carrillo Salcedo 2003, 105; Úbeda de Torres 2007, 373) de derechos sociales relacionados con el trabajo, remitiéndose por conexión a otros derechos humanos de carácter civil y político como el derecho a la vida, la prohibición de la esclavitud y del trabajo forzoso, a las garantías judiciales, a los principios de legalidad e irretroactividad, a la libertad de asociación, a la propiedad privada, los derechos políticos, a la igualdad y no discriminación y a la protección judicial, reconocidos respectivamente por los artículos 4°, 6°, 8°, 9°, 16°, 21°, 23°, 24° y 25° de la Convención Americana sin alegarse derechos autónomos de carácter social.


			De esta manera, el sistema interamericano adoptaba una preferencia clara —como lo hace el europeo hasta ahora— por anclar exclusivamente los nuevos derechos sociales en los derechos civiles tradicionales, haciendo una lectura social de los derechos civiles y renunciando a hacer surgir derechos sociales como directamente protegidos por los convenios respectivos (Santolaya Machetti y Díaz Ricci 2012, 302-303), por lo menos durante cierto largo período. 


			Esta forma indirecta que no deja de ser protección —por algo es protección indirecta, pues es más bien un tipo de la misma que la diferencia de otra directa—, encontraba fundamento en el artículo 29°, literal c, de la Convención, que prohíbe que ninguna disposición sea interpretada en el sentido de excluir otros derechos y garantías inherentes al ser humano o derivados de la forma democrático-representativa de gobierno, por lo que los derechos sociales no previstos —o al menos una lectura integradora social— debían incluirse al interpretarse las normas de la Convención en relación a los derechos civiles y políticos allí si proclamados (Úbeda de Torres 2007, 377).


			El motivo principal que se alega para sostener la diferente justiciabilidad de los derechos civiles y de los sociales es la dificultad económica, porque, por un lado, los Estados requieren tener una gran cantidad de recursos financieros —que no tienen— para hacer efectivos los derechos sociales, y, por otro, los tribunales nacionales e internacionales no deben sustituir —ni pueden hacerlo— a los gobiernos y parlamentos en la adopción de políticas públicas (Carmona Cuenca 2017, 1211-1212).


			1.3. La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos


			En este sentido, ciertamente con un contenido social en materia de derecho al trabajo, el Tribunal Europeo se ha pronunciado en diversos casos respecto a la dimensión laboral de los derechos civiles y estos son algunos ejemplos vistos en su abundante jurisprudencia.


			1.3.1. Proceso equitativo


			En el caso Obermeier c. Austria, el solicitante Karl Obermeier había sido suspendido y luego despedido de la compañía para la que laboraba, y el tribunal de trabajo ante el que impugnó la ilegalidad de la medida no se pronunció sobre su recurso dentro del plazo razonable, por tratarse de un despido autorizado por una resolución de un consejo administrativo, por lo que reclamó la violación del artículo 6.1 del Convenio Europeo. La Comisión Europea de Derechos Humanos presentó el asunto ante el Tribunal Europeo.


			El Tribunal (párrs. 69, 70 y 72) aplicó a un despido laboral el artículo 6.1 del Convenio sobre el derecho a ser oído dentro de un plazo razonable por un tribunal que determine derechos de naturaleza civil, porque la revisión judicial tan limitada que excluía de control las decisiones administrativas del consejo violaba el derecho del solicitante a acudir ante un tribunal. Además, el periodo de nueve años sin dictarse resolución firme sobrepasaba el plazo razonable (Valdés Dal-Ré 2016, 82-83).


			De esta manera, se ha producido la convencionalización del proceso laboral presente en el artículo 6.1 del Convenio Europeo, en el que el concepto de derechos y obligaciones civiles sujetas al proceso justo o equitativo incluye materias relativas a derechos y prestaciones laborales y sociales (López Guerra 2015, 401-402).  


			En el caso García Mateos c. España, la demandante, que laboraba en un hipermercado a jornada plena por turnos rotatorios de mañana y tarde de lunes a sábado (2003) —por tener a su cuidado un hijo de seis años— presentó una demanda en la jurisdicción de lo social, solicitando la reducción de la jornada con la rebaja del sueldo para laborar de lunes a miércoles por las tardes. La demanda fue desestimada, porque la reducción debía encuadrarse en la jornada de trabajo sin suprimir días ni turnos rotatorios según el artículo 37° del Estatuto de los Trabajadores.


			Por ello, recurrió hasta el Tribunal Constitucional que declaró fundado el recurso de amparo por considerar que se había producido una discriminación indirecta por razón de sexo, al no haber cumplido el juzgado con analizar la necesidad de la medida de reducción solicitada para el fin constitucional perseguido: la compatibilidad de su actividad laboral con su vida familiar. 


			El Juzgado en lo social volvió a declarar infundada la demanda, por estimar que estaba fuera de la ley en cuanto a no laborar jueves, viernes y sábados, los últimos días de mayor afluencia para la empresa; pero el Tribunal Constitucional consideró que dicha decisión no cumplió correctamente su sentencia, por lo que la declaró nula, pero ya no tenía sentido un nuevo reenvío al juzgado por la edad cumplida por el hijo.


			El Gobierno alegó que la segunda sentencia del Tribunal Constitucional otorgó el amparo a la demandante en relación a la violación del principio de no discriminación, por lo que fue reparado por el tribunal. Para el Gobierno, el principio de subsidiariedad se opone a que el Tribunal Europeo analice la violación de un derecho cuya violación ya ha sido constatada por los tribunales internos.


			El Tribunal Europeo determinó (aparts. 48-49) que la ineficacia de la sentencia del Tribunal Constitucional que protegió a la demandante por no haber cumplido el Juzgado en lo social con pronunciarse sobre el fondo del caso, ni tutelado el derecho de la demandante, violó el artículo 6.1 del Convenio Europeo, que reconoce el derecho a un proceso equitativo que decida sobre los derechos de toda persona, con el artículo 14 del mismo convenio (no discriminación). 


			1.3.2. Propiedad 


			En el caso N.K.M. c. Hungría, la solicitante laboró por treinta años al servicio de un ministerio, hasta que fue despedida en el contexto de medidas de austeridad por la crisis económica que sufría el país, por lo que obtuvo el derecho a recibir una indemnización por despido de ocho meses de salario previsto por la ley. Sin embargo, dicha indemnización fue gravada por un impuesto cuya tasa equivalía aproximadamente al 52% de su monto, conforme a una nueva ley.


			El Gobierno opinó que el impuesto fue prescrito por la ley y cumplía objetivos legítimos relacionados con satisfacer el interés general, porque la tasa gravaba indemnizaciones excesivas obedeciendo a un sentido de justicia de la sociedad y de protección del gasto público en el contexto de una crisis económica. Además, consideró que la tasa del impuesto no era excesiva ni desproporcionada teniendo en cuenta el ingreso promedio de los húngaros, la crisis económica y los ingresos recibidos por la demandante, con lo que tampoco había sido puesta en peligro su subsistencia. 


			Para el Tribunal Europeo (aparts. 52, 65, 72-74 y 75), la indemnización por despido es un interés ganado por la solicitante, considerado como un bien protegido por el derecho de propiedad por el artículo 1° del Protocolo N° 1. Si bien los Estados tienen un amplio margen de apreciación en materia fiscal y tributaria, el impuesto del 52% significó una carga excesiva y desproporcionada, no habiéndose evaluado la situación personal de la solicitante y aplicándose sobre actividades anteriores al año fiscal en que fue aprobada. 


			1.3.3. No discriminación


			En el caso Emel Boyraz c. Turquía, la solicitante Emel Boyraz había sido nombrada para el puesto de oficial de seguridad en la sucursal de la compañía estatal de electricidad, por haber participado con éxito del procedimiento del examen para servidores públicos. Sin embargo, posteriormente, se le comunicó que no sería nombrada por no cumplir los requisitos de ser hombre y haber completado el servicio militar. Para la solicitante, se produjo una discriminación contra ella por motivo de su sexo, lo que violaba el artículo 14° del Convenio Europeo.


			El Gobierno alegó que la negativa a designar a la solicitante obedecía a una justificación objetiva y razonable, ya que se había reservado el puesto para candidatos masculinos por la naturaleza del servicio de los agentes de seguridad, dado que sus actividades tienen riesgos y responsabilidades, trabajan por las noches en zonas rurales y utilizan armas de fuego y fuerza física para contrarrestar ataques a las instalaciones que vigilan. Las mujeres no podrían enfrentar esos riesgos ni asumir tales responsabilidades, por lo que tendrían una supuesta incapacidad para desempeñar el puesto en cuestión.


			El Tribunal Europeo consideró (aparts. 54-55) que pueden exigirse ciertos requisitos legítimos para ciertas actividades ocupacionales según su naturaleza o el contexto que tengan. Sin embargo, las autoridades no justificaron el requisito de emplear personal masculino para el puesto de oficial de seguridad en la sucursal de la compañía. La ausencia de razonamiento era notable, dado que solo tres meses antes se había señalado que no había ningún obstáculo para el nombramiento de una mujer en dicho puesto, y la solicitante había laborado como oficial de seguridad en las sucursales por dos años y ocho meses, por lo que la razón del despido no fue su incapacidad para asumir los riesgos y responsabilidades del cargo, pues en el archivo del caso no se indicaba que no hubiese cumplido con sus deberes como oficial de seguridad debido a su sexo.


			Para el Tribunal (apart. 56), no se demostró que la diferencia de trato haya perseguido un objetivo legítimo, por lo que concluyó que la solicitante fue víctima de discriminación por razón de sexo, y hubo una violación del artículo 14° del Convenio Europeo de Derechos Humanos en relación con el artículo 8° del mismo (Morte Gómez 2018, 561-562).


			1.3.4. Libertad religiosa


			En el caso Ebrahimian c. Francia, la solicitante Christiane Ebrahimian laboraba como empleada de un hospital público en virtud de contratos a plazo fijo, hasta que el director de recursos humanos le informó que no renovaría su contrato debido a las quejas de algunos pacientes por haberse negado a dejar de cubrirse la cabeza en razón de su religión al profesar la fe musulmana. En una reunión antes de dicha decisión, el director manifestó que no criticaba sus creencias religiosas, pero recordó los deberes de los empleados públicos y la prohibición de manifestar sus creencias. La solicitante reclamó que la decisión de no renovar su contrato de trabajo por negarse a dejar de usar su velo violaba el artículo 9° del Convenio Europeo. 


			El Gobierno alegó que la prohibición de los empleados públicos de manifestar sus creencias religiosas se basaba en la necesidad de asegurar el principio constitucional del laicismo en Francia, y la neutralidad del Estado impuesta a los empleados públicos frente a las religiones exigía que no utilizaran ningún símbolo religioso en el desempeño de sus funciones, lo que perseguía el objetivo legítimo de proteger los derechos y libertades de los demás, en este caso por el impacto de un signo visible con la libertad de conciencia de los pacientes.


			El Tribunal consideró (apart. 53) que la interferencia con el derecho de la solicitante persiguió el objetivo legítimo de proteger los derechos y libertades de los demás, porque buscaba garantizar el respeto de todas las creencias religiosas y orientaciones espirituales de los pacientes que utilizaban el servicio público y se encontraban en situación de vulnerabilidad, y que los usuarios, en virtud de la neutralidad impuesta, debían disfrutar de un trato igual, sin distinción por motivos de religión (Morte Gómez 2018, 562). Para el Tribunal, las políticas de un empleador para promover la igualdad de oportunidades y evitar cualquier conducta discriminatoria frente a otras personas persiguen el objetivo legítimo de proteger los derechos de los demás, y el principio del laicismo es compatible con los valores inherentes al Convenio Europeo.
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